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Militantes perredistas, la mayoría indígenas de lengua náhuatl, mantienen el plantón en 

el edificio del palacio municipal, así como el bloqueo a las principales avenidas que 

forman el primer cuadro de Olinalá, esto luego de que ayer el comité municipal del 

PRD, que encabeza Roberto Vázquez Trinidad, realizó una marcha mitin exigiendo el 

cese de irregularidades que le atribuyen al presidente municipal priísta Héctor Romeo 

Torres Ortega. 

El alcalde salió de palacio municipal alrededor de las 11 de la noche del lunes sin que 

fuera detenido por los manifestantes, y se comprometió a instalar este martes una mesa 

de diálogo a las 9 de la mañana. Mientras tanto los inconformes instalaron el plantón en 

los pasillos del ayuntamiento y pasaron la noche ahí. 

Ante la ausencia del alcalde el secretario de asuntos indígenas del PRD estatal, Felipe 

Francisco Jacinto, advirtió que de todas las comunidades llegarían más perredistas para 

reforzar el plantón. 

Sin embargo, y pese a lo convenido, nadie de parte del alcalde acudió a la hora acordada 

y sólo llegaron los delegados regionales de asuntos indígenas y gobernación estatal, 

Inocencio Navarro Solano y Jorge Rodríguez Ponce, respectivamente, quienes dialogan 

con una comisión integrada por representantes de los inconformes que estuvo integrada 

por Francisco Jacinto, el propio Vásquez Trinidad y el secretario de capacitación 

política de ese partido en el municipio, Bernardo Rosendo Ponce. 

La protesta obedece a actos de marginación de la obra pública para algunas 

comunidades, como el caso de Iyococingo, de donde en un documento oficial del 

ayuntamiento –del cual La Jornada Guerrero tiene una copia–, el presidente Torres 

Ortega da indicaciones de no gestionar ningún trámite hasta nuevo aviso. 

Denunciaron que en gastos personales el alcalde ha erogado más de 6 millones de pesos, 

la cual es una cifra desmesurada considerando las grandes carencias del municipio. 



Por otra parte, integrantes del plantón expusieron que el presidente municipal se siente 

protegido por su pariente, el también priísta y presidente de la comisión estatal de 

procesos internos de ese partido, Héctor Apreza Patrón, a quien señalan de haber 

impuesto como tesorero municipal a su sobrino Romeo Ojeda Apreza, quien a su vez 

resulta también sobrino directo del alcalde Torres Ortega. 

El edil ha reconocido que el nepotismo en Olinalá no es asunto nuevo ni tiene por qué 

sorprender a nadie. Señaló que esto es algo histórico, pues “en esta comunidad todos 

estamos emparentados de un modo u otro”. Sin embargo, no es el único caso de 

nepotismo del que acusan al presidente Torres Ortega, pues existe el precedente de que 

más de 80 por ciento de los apoyos del programa Alianza fueron repartidos entre los 

parientes cercanos de funcionarios del ayuntamiento, como el esposo de la directora del 

DIF y otra sobrina que recibió más de 90 mil pesos para una fábrica de quesos. 

El presidente del comité municipal del PRI en Olinalá, Guillermo Guerrero Acevedo, 

reconoció que existen algunos problemas de nepotismo del alcalde y, “pues son errores 

que el presidente debe estar dispuesto a enmendar. Las cosas tienen que cambiar para 

mejorar; el PRI no participa de estos movimientos, pues son actos de presión que 

históricamente se han dado y donde debe caber la mesura y el diálogo”. 

Señaló que el presidente debería estar dispuesto a dialogar no sólo con el PRD, sino con 

todas las fuerzas políticas del municipio y reorganizar su programa de trabajo, para que 

las comunidades indígenas no se sientan excluídas, pero en cuestión de malos manejos o 

tráfico de influencias el PRI no sólo no los solapa, pero existen los causes para dirimir y 

corregir dichas anomalías”. 

Rechazó calificar el desempeño del actual gobierno de Torres Ortega, aunque admitió 

que todo el primer año existieron desaciertos, porque no tiene la experiencia necesaria 

para administrar; sin embargo, es un gobierno al que le queda tiempo para enmendar sus 

fallas, concluyó. 

Pese al intenso cabildeo que hizo el delegado regional de gobernación en La Montaña, 

Jorge Rodríguez Ponce, no se pudo destrabar el conflicto y se mantiene un compás de 

espera en tanto llegan a Olinalá funcionarios de la Secretaría de Gobierno a solucionar 

el conflicto. 



Amenaza priísta 

En tanto, el dirigente estatal del PRI, Marco Antonio Leyva Mena, advirtió que la 

situación se tornó tensa; “es lamentable que se llegue al secuestro del ejercicio público”, 

y nuevamente advirtió que de continuar con estas situaciones, su partido analizará “si 

participa o no en el proceso de reforma del estado”, reiteró. 

En conferencia de prensa, señaló que por la mañana se llevó a cabo una reunión de 

trabajo con los diputados de su partido “para analizar el proceso de reforma del estado; 

nosotros llevamos varias propuestas, como la de la transparencia de los recursos 

destinados a cada una de las mesas temáticas, y sobre todo que no se monopolice el uso 

de los recursos financieros por ningún poder”. 

También dijo que propondrán a la secretaría técnica que haya un representante por cada 

partido político, para que vigile y convoque a los trabajos de la reforma “y no sólo el 

Ejecutivo haga las propuestas, como sucede hasta ahora; se requiere una nueva 

arquitectura jurídica que fortalezca a los sectores, que haya igualdad de oportunidades 

para todos. 

“Vemos con buenos ojos la reforma, pero con eso de la toma del ayuntamiento de 

Olinalá se transgredió el estado de derecho, y se resquebrajó el diálogo; si vemos que 

existe una reforma fraudulenta o nos quieren utilizar como comparsa, que no hay 

transparencia y que no aborda aspectos torales, en ese momento el PRI se levantará de 

la reforma”, insistió. 

Leyva Mena recordó que el año pasado se ejercieron 3 millones de pesos, y por eso en 

la próxima reunión de alto consenso “vamos a pedir el desglose de estos recursos, no 

puede haber un solo partido que ejerza los recursos de la reforma, ni que lo haga el 

Ejecutivo o el Legislativo; por eso proponemos la creación de un comité de 

transparencia, que libere los recursos a cada mesa”. 

Consideró que la secretaría técnica debe ser totalmente autónoma, con capacidad de 

convocatoria; “no existe una representación del legislativo, no es posible que el 

Ejecutivo sea juez y parte”. 


